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			PRESENTACIÓN

			Hacía mías, en la presentación de algunas de las obras ganadoras de pasadas ediciones de este Premio, las palabras del Profesor Manuel F. CLAVERO ARÉVALO que, en el Prólogo a la monografía de Pedro ESCRIBANO COLLADO «El derecho a la salud», destacaba que las publicaciones del «Instituto García Oviedo» aspiraban «a ser no sólo expresión pública de la labor investigadora del Departamento de Derecho Administrativo de la Universidad de Sevilla, sino también cauce abierto para que investigadores de nuestra y de otras Universidades puedan exteriorizar sus trabajos relacionados con las materias que cultivó el profesor GARCÍA OVIEDO, maestro en la Universidad de Sevilla, de tantas promociones de juristas y cuyo nombre lleva el Instituto». Tomo, de nuevo, prestadas sus palabras para, como Directora del Instituto universitario de investigación García Oviedo, hacer público, una vez más, nuestro compromiso con la investigación, en este caso mediante la publicación de una nueva obra que viene a engrosar la lista, ya numerosas, de monografías ganadoras del «Premio de investigación Instituto García Oviedo» que felizmente se consolida año tras año.

			No es mi misión ahora la de dar cuenta de los contenidos fundamentales de esta obra, cuyo propio título deja constancia de su oportunidad e importancia, ni tampoco la de ensalzar sus muchos valores, lo que ya hace el Profesor R. RIVERO ORTEGA en el Prólogo. Me limito a cumplir con la modesta pero muy grata tarea de expresar una vez más, y ya van cinco, la satisfacción que para todos los miembros del Instituto García Oviedo supone este Premio que aspira a convertirse en un referente en el panorama de las publicaciones dedicadas al estudio del Derecho Administrativo. El azar ha querido además que el Premio recayera en la tesis doctoral, leída en la Universidad de Salamanca, de Antonio GARCÍA JIMÉNEZ titulada Contratación e Innovación, lo que me brinda la oportunidad de hacer público mi reconocimiento a esta Universidad en el año en el que conmemora el VIII centenario de su creación, siendo precisamente su Rector el director de la tesis, el Profesor R. RIVERO.

			Deseo finalmente expresar a los miembros del Jurado del «IV Premio internacional de investigación Instituto García Oviedo», fallado el 21 de marzo de 2018: los Profesores Edorta COBREROS MENDAZONA, Ángel MENÉNDEZ REXACH y Manuel REBOLLO PUIG y la magistrada Pilar TESO GAMELLA mi agradecimiento por su desinteresada y valiosa colaboración, agradecimiento que hago extensivo a quien entonces lo era del Instituto, y que lo fue a su vez del Jurado, el Profesor Roberto GALÁN VIOQUE. Finalmente, y como he expresado en la Presentación de las obras ganadoras anteriores, quiero también dar las gracias a todas y cada una de las personas que presentaron sus obras y que podrían igualmente haber sido dignas ganadoras de este premio.

			Sevilla, julio de 2018.

			CONCEPCIÓN BARRERO RODRÍGUEZ

			Directora del Instituto universitario de investigación «García Oviedo»

		

	
		
			PRÓLOGO

			Tanto la Administración pública como el Derecho administrativo necesitan adaptarse a circunstancias cambiantes, pues de ello depende la efectividad del adecuado servicio a los intereses generales. Las instituciones han de innovar para aprovechar numerosas oportunidades de mejora, en su versión disruptiva o en la gradual.

			Las organizaciones que comprendan las conexiones entre la innovación y el conocimiento, en la sociedad de la información, se beneficiarán en sus resultados. El primer capítulo de esta obra, dedicado al marco teórico, lo explica cabalmente: innovar es aplicar sucesivos avances del saber a las soluciones más prácticas.

			Se exponen en este libro conexiones entre contratación pública e innovación que son, al fin, correspondencias recíprocas: lo que la innovación puede aportar a la gestión de los contratos, y lo que la gestión de los contratos puede aportar a la innovación. Una retroalimentación en forma de círculo virtuoso de gestión y progreso.

			Aplicando la innovación en la contratación pública se detiene la tesis en la contratación electrónica, versión más tecnológica de la innovación, que se concreta en los perfiles del contratante. Después analiza la compra conjunta o agregada, una innovación en clave colaborativa que ha sido aún muy poco utilizada por los entes públicos.

			¿Son compatibles estas novedades con los principios clásicos? El capítulo segundo se presenta como el más arriesgado de la tesis, pues algunas de sus propuestas podrían considerarse «disruptivas». Los dogmas tradicionales de la contratación no son fácilmente compatibles con las necesidades de la innovación.

			Algunas de las propuestas planteadas lo ponen de manifiesto; así el gestor profesional o el ciudadano denunciante. También las técnicas de gobierno abierto, que posibilitan la participación creciente de los particulares en la toma de decisiones públicas si verdaderamente se mostraran interesados por la contratación.

			Antonio García ha cumplido con un periplo formativo completo y ejemplar. Premio nacional de Grado en Gestión y Administración pública, decidió llegar hasta Salamanca desde Albacete buscando en la ciudad del Tormes las raíces más clásicas del Derecho público, combinando siempre tradición e innovación.

			Su itinerario investigador refleja la mejor cultura universitaria: Italia (Bolonia), Inglaterra y Chile (Santiago). Siempre buscando a los mejores expertos y las experiencias exitosas de gestión innovadora en las compras públicas. Desde las propuestas británicas de empleo de la discrecionalidad hasta ChileCompra.

			La tesis doctoral fue valorada por un tribunal de extraordinarios especialistas presidido por José María Gimeno Feliu e integrado por Teresa Medina Arnáiz y Fabrizio Fracchia. Mereció el Premio Extraordinario de Doctorado en notable competencia con excelentes trabajos de otras áreas de conocimiento.

			Gran parte del mérito también debe reconocerse a la codirección de José Antonio Moreno Molina, experto en la materia que siguió todo el desarrollo de la obra desde sus estadios más iniciales. La colaboración entre colegas de dos universidades muestra potencias no siempre ensayadas de las redes de nuestra educación superior.

			Este trabajo, en fin, demuestra las capacidades reales de la universidad pública española, cuyas raíces celebramos este 2018, año de la Conmemoración del VIII Centenario de la Universidad de Salamanca.

			RICARDO RIVERO ORTEGA

			Catedrático de Derecho Administrativo

			Rector de la Universidad de Salamanca
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			INTRODUCCIÓN

			I. PLANTEAMIENTO Y JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN

			La palabra innovación es quizás una de las más utilizadas durante los últimos años1. Se incide diariamente en la idea de que hemos de ser competitivos y ello pasa forzosamente por ser innovadores, pero ¿se tiene una noción acertada de lo que realmente es la innovación? La respuesta es negativa, ya que en la sociedad existe la falsa creencia de que se refiere a un descubrimiento o una invención, cuando esto solo constituiría una fase previa del proceso que debería conducir a la creación de la misma.

			Es necesario realizar un análisis teórico que nos permita elaborar una definición de la innovación, de tal forma que sea factible construir una metodología aplicable al marco de las Administraciones Públicas, y concretamente, a nuestro ámbito de estudio específico: la contratación pública. Nuestra línea de investigación parte de la premisa de que no solo puede innovar el sector privado, y más específicamente las empresas, y que desde el sector público se pueden hacer más esfuerzos por fomentar la innovación que limitarse a trazar y financiar programas de I+D+i.

			Son varios los obstáculos que impiden tener un sector público innovador, tales como la gestión de las Administraciones con fondos públicos, lo que hace que su supervivencia no venga condicionada por los beneficios que puedan generar; la excesiva burocratización y formalidad en el desempeño de sus funciones; o la incapacidad para mantener un personal motivado o altamente creativo, puesto que el régimen de la función pública no premia al personal innovador preocupado por mejorar las estructuras y los procesos de prestación de los servicios públicos.

			Es en este punto donde surge una cuestión interesante: ¿se debería incentivar al personal innovador? Es decir, si un empleado público propone una idea que inicia un proceso de innovación y que permite ahorrar al erario público miles de euros, o que facilita o mejora las relaciones de las Administraciones con los ciudadanos, ¿no merece que se le recompense por ello? En nuestra opinión creemos que sí, por lo que es conveniente establecer los cauces adecuados para premiar de una forma objetiva y acorde la aportación del empleado innovador.

			Si al comienzo de esta introducción mencionábamos que la innovación es una «palabra que está de moda» en el ámbito jurídico, probablemente se vea superada únicamente por la de «contratación pública». El motivo quizás lo encontremos en el estallido de la crisis económica y financiera, así como en los constantes casos de corrupción que han ido salpicando la escena política, donde desafortunadamente ya se ha convertido en una rutina, el oír hablar diariamente de «mordidas» o de operaciones contra la malversación de caudales públicos destinados a la compra pública. Este contexto ha llevado a asociar las compras públicas con la corrupción, adoptando una connotación negativa entre la ciudadanía, pues cada vez parece más complicado separar ambos conceptos2.

			No obstante, la sociedad también es conocedora de que la contratación pública constituye un poderoso sector de interés económico y social3, un instrumento clave para el desarrollo de importantes políticas públicas que incide directamente sobre necesidades sociales y medioambientales de gran calado. Esta importancia, traducida en términos cuantitativos, supone que se destinen a las compras públicas en el ámbito comunitario casi el 19 por ciento del PIB de toda la Unión Europea4, en tanto que en España se estima este gasto en el 18,5 por ciento de su PIB5. Por este motivo, la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia afirmó que «es difícil exagerar la importancia que tienen los procedimientos de contratación pública y otros métodos de aprovisionamiento público de bienes y servicios para el bienestar de los ciudadanos, la confianza en las Administraciones, la competitividad de las empresas y la salud económica de España»6.

			El Derecho de la contratación pública es aquella disciplina jurídica encargada de gestionar la regulación de este sector, que atesora tanta importancia para el correcto funcionamiento de cualquier sociedad. Este marco normativo se caracteriza últimamente por encontrarse bajo «un permanente movimiento jurídico», algo que en palabras de GIMENO FELIU «casa mal con la idea de seguridad jurídica y predictibilidad que deberían ser paradigmas de un sector de tanto interés económico y social»7. Prueba de ello es que recientemente se ha llevado a cabo la aprobación de un nuevo paquete legislativo compuesto por tres directivas: la 2014/23/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la adjudicación de contratos de concesión; la 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública; y la 2014/25/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la contratación por entidades que operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales. Esta tres normas conforma la denominada «cuarta generación de directivas» en materia de contratación pública.

			Gran parte del interés doctrinal en esta materia recae en estos momentos sobre la importante tarea de analizar y debatir cuál es la mejor forma de abordar la transposición de la normativa europea al Derecho español, en términos de seguridad y técnica jurídica8. Las posibilidades existentes a la hora de desarrollar dicha transposición se limitaban a dos: ora una nueva normativa completamente distinta del actual TRLCSP en tanto parece lógico que existan tres normas legales heterodoxas, ora un Código de Contratos Públicos con partes diferenciadas en función del objeto: contratos públicos, concesiones y contratos excluidos9. En opinión de MORENO MOLINA10, y en la nuestra propia, consideramos más oportuna la creación de, en palabras de GIMENO FELIU, «un Código de Contratos Públicos que dote de seguridad jurídica y predictibilidad a un sector de tanta trascendencia económica y social»11. No obstante, el legislador se ha decantado por la aprobación de tres normas distintas y separadas, una para la transposición de cada directiva.

			Una vez enunciada esta breve explicación a propósito de la importancia del Derecho de la contratación pública, regulador de un sector clave para el bienestar social y el crecimiento económico, es nuestro propósito ahora justificar la importancia que puede llegar a alcanzar la relación entre el Derecho de la contratación pública y la innovación, pudiendo experimentar, si se nos permite la expresión, lo que en términos de interacción biológica se denomina como una relación de «simbiosis mutualista». Es decir, la contratación pública puede constituir un magnífico instrumento para incrementar la cuantía de los fondos que son destinados a la investigación y estudio de bienes y servicios innovadores, algo que ha cobrado gran importancia en los últimos años y que ha sido fomentado por parte de los poderes comunitarios. Asimismo, la contratación pública puede mejorar gracias a la utilización de técnicas que permitan innovar en los procedimientos de adquisición de bienes y servicios, incrementando de esta forma la transparencia e integridad en las compras públicas.

			Actualmente está adquiriendo gran importancia la utilización de la contratación pública como una estrategia de «crecimiento inteligente, sostenible e integrador». La nueva Directiva 2014/24/UE lo proclama de esta forma desde su considerando segundo, utilizándolo además como pretexto justificador para enarbolar la reforma legislativa que ha supuesto la aprobación de las nuevas directivas, cuyo fin va dirigido a «incrementar la eficiencia del gasto público, facilitando en particular la participación de las pequeñas y medianas empresas en la contratación pública, y de permitir que los contratantes utilicen mejor la contratación pública en apoyo de objetivos sociales comunes».

			Es decir, la nueva contratación pública ya no pivota exclusivamente en torno a la adquisición de bienes y servicios «al menor precio posible», sino que la evolución experimentada por el Derecho que lo regula durante los últimos años, acorde con el progreso social y económico, exige que los poderes públicos, en tanto sujetos al mandato del interés general, realicen las adquisiciones de forma que se seleccione la «oferta económicamente más ventajosa». Ello supone que a la hora de poner en práctica las licitaciones públicas, se atienda también a otros costes distintos de la cuantía que ha de ser resarcida por el poder adjudicador, y que pueden estar directamente vinculados con el coste del ciclo de vida que tendría el producto a medio y largo plazo, el impacto medioambiental o la repercusión social.

			Es por este carácter estratégico, que las nuevas directivas tratan de imprimir en la contratación pública, se propiciará que la innovación se sitúe como uno de los instrumentos que debe verse ampliamente favorecido mediante su aplicación12, así el crecimiento inteligente a través de la consolidación del conocimiento como impulsores del crecimiento futuro, tal y como proclama la Estrategia Europa 202013. No obstante, y aunque las normas europeas no digan nada al respecto, deben aprovecharse los efectos positivos que la innovación puede producir en la aplicación práctica de la contratación pública, una vertiente menos estudiada por la doctrina y que reviste gran importancia para la gestión eficiente de los fondos públicos, y es precisamente esta la que centra gran parte de nuestro interés investigador.

			II. OBJETO Y ESTRUCTURA

			En este trabajo nos alejamos de la simple función glosadora de las normas sobre contratación pública y tratamos de llevar a cabo una actividad investigadora desde una óptica novedosa, que nos permita llegar a resultados concluyentes sobre la dirección que ha de tomar la nueva contratación administrativa, en un cambio de paradigma que se ha ido acrecentando en los últimos años y que exige utilizar los fondos destinados a los encargos públicos de forma estratégica. Esta situación implica un esfuerzo para conciliar las nuevas normas y los principios comunitarios que rigen el Derecho de la contratación pública, con técnicas e instrumentos de reciente creación y con las TICs, algo que es indispensable en la Sociedad de la Información14.

			El objeto de la presente investigación es el de determinar cómo la contratación pública y la innovación pueden contribuir de forma significativa al desarrollo económico, social y medioambiental de una sociedad cuando son utilizadas de forma conjunta, permitiendo gestionar de forma más eficiente los siempre escasos recursos públicos. Tanto la relación existente como la que puede originarse entre ambas disciplinas se erige, por tanto, en el tema central de este trabajo de investigación. Para el logro de estos objetivos, esta obra trata de construir un modelo metodológico de innovación, que sirva como referencia para el sector público, y realizar propuestas concretas para introducir nuevos instrumentos y técnicas innovadoras en los procesos de adquisiciones públicas.

			La presente disertación se ha divido en dos grandes bloques: una parte general, que aborda al estudio del marco teórico de la innovación y a su fomento por la contratación pública; y otra destinada a las aplicaciones de la innovación en las compras públicas.

			En el bloque inicial, hemos creído conveniente dedicar el primer capítulo a realizar un análisis sobre el marco teórico de la innovación. Para ejecutar la aplicación práctica y su tratamiento, era conveniente que, de modo inmediato, se llevase a cabo un profundo estudio que nos permitiese alcanzar un concepto claro de la innovación, sus fuentes, presupuestos, tipología y el proceso que debe regir el desarrollo de una idea para que finalmente se convierta en una innovación. Lo anterior nos permite construir una metodología para su investigación y puesta en práctica, y por último, determinar cuál es su marco jurídico y normativo en la actualidad.

			El carácter innovador del segundo capítulo es muy notorio, pues en él se efectúa un análisis crítico de hasta qué punto los principios generales de la contratación pública pueden suponer un escollo al desarrollo de prácticas innovadoras. Estos principios constituyen la base del actual sistema europeo de compras públicas, y son el resultado de una copiosa jurisprudencia por parte del más alto intérprete del Derecho comunitario, que han ido siendo sucesivamente positivizados por las distintas directivas sobre contratación pública.

			Nuestro análisis trata de demostrar que, si bien es cierto que los principios generales tienen la importante función de salvaguardar las libertades fundamentales de circulación consagradas por el Derecho originario de la Unión, evitando cualquier tipo de discriminación por motivo de la nacionalidad, que se produzcan prácticas colusorias o contrarias al principio de transparencia, que no exista una publicidad adecuada o cualquier otro hecho que atente contra la igualdad de los licitadores, es preciso incidir en la idea de que su aplicación requiere flexibilizar su contenido. Es decir, es necesario llegar a un punto de equilibrio entre la aplicación de los principios rectores del Derecho de la contratación pública y los presupuestos de la innovación, de tal forma que se consiga respetar el sistema normativo destinado a salvaguardar la consecución del mercado interior y la libertades fundamentales aparejadas al mismo, sin que ello vaya en detrimento o suponga la renuncia a conseguir mejores resultados a través de una mayor flexibilización y utilización estratégica de las licitaciones públicas.

			En definitiva, el Derecho de la contratación pública debe estar abierto a la evolución de prácticas innovadoras, no solo desde el punto de vista de su utilización para adquirir bienes y servicios innovadores, sino desde la óptica de la mejora de los procesos de licitación de compras públicas. No cabe, por tanto, una aplicación rígida y estática de estos principios si se quieren optimizar las posibilidades que ofrece la contratación pública, sino compatible con los presupuestos necesarios para facilitar la innovación.

			El segundo bloque de la presente obra, tal y como ya se anticipó, presenta unos contenidos de carácter más específico. Así, en esta extensa sección compuesta por cuatro capítulos, se atiende exclusivamente a tres áreas de la contratación pública, las consideradas de mayor importancia estratégica en el futuro inmediato y sobre las que el empleo de técnicas innovadoras puede mejorar sustancialmente los resultados obtenidos en los procedimientos de licitación. Estas parcelas se concretan en el desarrollo de la contratación pública electrónica, la utilización de instrumentos que permitan agregar la demanda y la apuesta por profesionalizar la gestión de las adjudicaciones públicas.

			En el orden anteriormente expuesto, los capítulos tercero y cuarto son los encargados de dar cabida al tratamiento de la contratación pública electrónica. El uso de medios electrónicos y el desarrollo de las tecnologías de la información y de la comunicación han constituido una de las mayores innovaciones que se han registrado en los últimos años a nivel mundial. Su paulatina adopción por las Administraciones Públicas, en todo lo relacionado con sus actividades diarias y sus relaciones con el administrado, han supuesto su extensión también al sector de las compras públicas.

			Son múltiples los retos que se plantean con este nuevo marco normativo y a los que intentaremos dar solución a lo largo de ambos capítulos: el desarrollo y la adecuada regulación jurídica de una contratación pública íntegramente electrónica; la gestión inteligente de las plataformas electrónicas para facilitar a los potenciales licitadores su participación, apostando para ello por la centralización de la información frente a la fragmentación y dispersión; y el aprovechamiento de todas las potencialidades que permiten las nuevas tecnologías electrónicas.

			El quinto capítulo recopila las técnicas e instrumentos relacionados con la contratación pública conjunta y agregada. Los beneficios derivados de la utilización de las economías de escala permiten a los poderes adjudicadores ahorrar cantidades muy significativas de recursos mediante la centralización de la demanda, y conseguir de esta forma mejores ofertas y condiciones en los procesos de adquisición. No obstante, es preciso ahondar en el tratamiento de las figuras que posibilitan la opción de aunar la oferta de los entes públicos, con la finalidad de desarrollar un estudio que nos permita extraer conclusiones sobre las posibilidades existentes en torno a la mejor utilización de estas técnicas. El propósito global consiste en que el erario público pueda obtener importantes ahorros sin perjudicar, mediante la centralización de la demanda, a las PYMES, auténtica columna vertebral del tejido económico de la Unión Europea, ni destruir progresivamente la concurrencia existente propiciando con ello la colusión.

			El sexto y último capítulo, junto con el segundo, puede presumir de un notable carácter innovador. Ello es así porque se postula como uno de los puntos fundamentales de este trabajo de investigación en la lucha contra la corrupción, principalmente a través de dos vertientes: la profesionalización de la gestión de las licitaciones públicas y la aplicación de mecanismos de gobierno abierto y de tratamiento transparente de la información derivada de los procedimientos de licitación, mediante la denominada compra pública abierta. Proponemos por tanto, a lo largo del mismo, profesionalización y transparencia como motores de lucha contra la corrupción y mejora de los resultados.

			Efectivamente, es necesario conectar la preparación y desarrollo de los procesos de adjudicación de contratos administrativos con un cuerpo de empleados públicos formado y buen conocedor de la disciplina, que a través de un modelo que permita afinar en la selección de los más cualificados y de reciclaje continuo para el correcto conocimiento y manejo de las últimas novedades normativas, así como de las más recientes técnicas de negociación que puedan ir desarrollándose en los próximos años.

			Por otra parte, para dotar de mayor transparencia a las compras públicas, podría ser una buena práctica la democratización de las decisiones de mayor importancia, ya sea por el impacto económico o por la relevancia social que represente el contrato público de que se trate. Para ello, proponemos la utilización de las TICs con la intención de calibrar cuál es la opinión ciudadana sobre una determinada adquisición, un hecho que de haberse aplicado con anterioridad al comienzo de la crisis económica y financiera, hubiera podido evitar la construcción de obras faraónicas infrautilizadas y el desvío de gran parte de los fondos públicos a intereses privados, destinándose a otros fines más importantes, así como el devastador nivel de deuda pública que asola la economía del sector público en estos momentos15.

			También se aborda el estudio de la gestión de la información derivada de los procesos de licitación que permitan el aprovechamiento de los datos, pudiendo ser reutilizados con la finalidad de enjuiciar la labor del poder adjudicador o para generar nuevo conocimiento y riqueza. Reviste de especial relevancia el diseño y desarrollo de aplicaciones electrónicas que faciliten recopilar, comparar y gestionar la información de las adjudicaciones públicas, de tal forma a los potenciales licitadores tengan la posibilidad de conocer los anuncios de futuros contratos públicos, e interaccionar con los poderes adjudicadores de forma sencilla y simultánea. Asimismo, las comparativas entre los resultados y las gestiones de diferentes poderes adjudicadores también pueden ofrecer información relevante sobre el grado de eficiencia de cada órgano administrativo, detectando posibles áreas de mejora o, en los casos más graves, la comisión de irregularidades o corruptelas.

			Este último capítulo, se cierra con una sugerencia de puesta a disposición de la ciudadanía de un mecanismo de denuncia pública anónima, sobre la vulneración de las normas y los principios básicos en las licitaciones públicas, así como otra propuesta de creación de un organismo de control y defensa de la contratación pública, amparado en las previsiones que hace la Directiva 2014/24/UE, y que la nueva Ley de Contratos del Sector Público, no ha aprovecha en su plenitud para luchar con mayor entusiasmo frente a la corrupción.

			III. METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN

			El objeto de nuestra investigación se asienta sobre dos disciplinas distintas, que a nuestro juicio pueden ser complementarias, como son las del Derecho y la innovación, ambas situadas dentro del ámbito de las ciencias sociales, por lo que la metodología empleada a lo largo del trabajo, y que marcará el camino utilizado para la búsqueda de nuevos conocimientos y resultados, será la propia de dicha ciencia con ciertas peculiaridades derivadas de las áreas objeto de estudio.

			Para demostrar nuestra teoría y concluir resultados que la avalen, partimos de una metodología que responde a un modelo novedoso, en el que se estudia la innovación y la contratación pública mediante un profundo análisis del marco teórico de la propia innovación. Hasta el momento, los trabajos de investigación se centraban en el tratamiento de la compra pública innovadora16, pero no se ocupaban de las posibilidades que la aplicación de la innovación podría ofrecer para mejorar los procesos de compra pública, y mucho menos de realizar un examen profundo sobre el contenido de la innovación.

			De esta forma, a partir de la construcción de un estudio doctrinal sobre la innovación utilizando para ello la literatura más relevante en torno a la materia, y el análisis de algunos casos de éxitos en la aplicación práctica de diversas innovaciones, se aborda el estudio de las posibilidades que pueden surgir entre la relación de esta y las compras públicas. La metodología utilizada a lo largo de este trabajo responde, por tanto, a un planteamiento multidisciplinar, puesto que se entremezclan el estudio de las ciencias de la administración, sociológicas, psicológicas e incluso empresariales y económicas, propias de la disciplina de la innovación, con la de las ciencias jurídicas y del Derecho administrativo, que se ocupan de la disciplina de la contratación pública.

			El objetivo inicial, y que es abordado desde el primer capítulo, es el estudio de la innovación mediante el tratamiento de la principal literatura sobre la materia y el análisis de ejemplos reales de éxito en la aplicación práctica de innovaciones, que nos permitirán construir un modelo sobre el proceso innovador que nos ha de servir de base para el desarrollo de los siguientes capítulos. A partir de dicho modelo, será posible desarrollar un estudio amplio y crítico sobre el Derecho y la doctrina de mayor importancia sobre contratación pública, de tal forma que nos permita detectar problemas e ineficiencias y proponer soluciones que, en ocasiones, suponen la mejora de instrumentos y herramientas ya existentes y en otras, constituyen auténticas innovaciones puesto que su utilización no se vislumbra en el marco actual de las licitaciones públicas, radicando principalmente en estos extremos el carácter innovador de esta obra.

			Nuestra metodología de trabajo nos hace construir el camino de la investigación desde una doble perspectiva: el estudio del marco normativo de la contratación pública y la forma de gestionar las adjudicaciones, que nos lleva a replantearnos el actual modelo de encargos públicos, donde la rigidez normativa y procedimental han de dejar espacio a la flexibilidad; y las posibilidades que la negociación puede aportar en la gestión de los recursos destinados a tal fin, que pueden suponer un incremento de las mejoras que los poderes adjudicadores vienen obteniendo en la actualidad.

			Esta metodología se complementa con la aplicación de la visión y la perspectiva internacional que nos han permitido forjar las diversas estancias en varios países, así como el conocimiento de sus respectivos ordenamientos jurídicos, lo que supone contar con habilidades para hacer las cosas de otra manera y de forma más eficiente en nuestro sistema de contratación pública17. Esto se traduce especialmente en el ámbito de las plataformas electrónicas en el que existen modelos mucho más avanzados que el español, realizando numerosas propuestas de mejora al respecto que mejoren las posibilidades que ofrecen las nuevas técnicas electrónicas; o en el ámbito de la contratación agregada cuyo sistema de central de compras puede servir como marco para estudiar diversas mejoras, que faciliten a los poderes públicos beneficiarse de las economías de escala sin incurrir en limitaciones de la competencia.
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			CAPÍTULO I

			EL MARCO TEÓRICO DE LA INNOVACIÓN

			1. LA INNOVACIÓN COMO DISCIPLINA

			1.1. CONCEPTO DE INNOVACIÓN


			Para elaborar una definición de lo que puede entenderse por innovación hemos de romper con dos tópicos que históricamente han sido asociados con la misma de forma errónea. En primer lugar, es necesario desmentir la creencia de que toda creación o invención constituyen innovaciones por sí solas1, puesto que es necesario para poder hablar de innovación que esa invención tenga una aplicación social2. DRUCKER señaló tempranamente que «las ideas brillantes son la fuente de mayor riesgo y menor éxito de oportunidades para innovar», puesto que su «tasa de mortalidad es enorme»3, y es que una «idea brillante» es solo el comienzo del camino para lograr una ejecución exitosa, para lo cual es fundamental disponer de un contexto adecuado4.

			Es decir, no es suficiente con una gran idea u ocurrencia para innovar, también es necesario saber gestionar el conocimiento, en el sentido de que el marco social y tecnológico existente en el momento en que surge la idea, posibilite disponer de los avances suficientes como para permitir desarrollarla, así como que las personas o la organización que la han creado o la conocen tengan la suficiente capacidad como para saber desarrollarla. En segundo lugar, es necesario romper con el tópico que asocia la innovación a la idea del empresario como exclusivo innovador, sin considerar que esta puede proceder de otras fuentes, como el sector público, el cual tiene la responsabilidad y la obligación de innovar para adaptarse a las nuevas necesidades de los ciudadanos a los que administra.

			Se ha convertido en lugar común la idea de que la innovación surge desde un primer momento como un concepto aparejado a la figura del empresario, que busca, mediante nuevas combinaciones de medios de producción, una ventaja sobre sus rivales que les haga ser más competitivo5, ya sea por disponer de nuevos procedimientos y tecnologías que permitan abaratar costes, por comercializar un nuevo producto de mayor calidad o hasta entonces inexistente, o por dirigirse a un segmento social sin explotar. En esta dirección, DRUCKER afirmó que «la innovación es el instrumento específico del empresario innovador. Es la acción de dotar a los recursos con una nueva capacidad de producir riqueza. La innovación crea un recurso, no existe tal cosa hasta que el hombre encuentra la aplicación de algo natural y entonces lo dota de valor económico». Para el anterior autor «cualquier cambio en el potencial productor de riqueza ya existente también es innovación»6.

			Asimismo, conviene aclarar que la innovación no es una ciencia, sino que responde a la idea de disciplina7, mediante la cual se investiga y estudia el desarrollo de nuevos productos, servicios, tecnologías o técnicas que permitan optimizar la utilización de los recursos y el funcionamiento de los procedimientos para su creación.

			URABE definió la innovación como «la generación de una nueva idea y su implementación para producir un nuevo producto, proceso o servicio, que permitan dinamizar el crecimiento de la economía e incrementar el número de puestos de trabajo, así como la obtención de beneficios por parte de la empresa innovadora»8. El Manual de Oslo sobre innovación entiende como tal «la introducción de un nuevo, o significativamente mejorado, producto, proceso o de un nuevo método de comercialización o de organización, en las prácticas internas de la empresa, la organización del lugar de trabajo o las relaciones exteriores»9. Por su parte, la RAE define la palabra innovación como «la creación o modificación de un producto, y su introducción en un mercado»10.

			Ahondando en la búsqueda de una definición amplia de innovación, hemos de mencionar el término acuñado por SOMBART de «destrucción creativa»11, el cual se hizo ampliamente conocido porque SCHUMPETER lo utilizó como pieza básica y clave en la articulación de su famosa teoría de la innovación. Para este último autor, la innovación responde a «un proceso de mutación industrial que revoluciona incesantemente la estructura económica desde dentro, destruyendo ininterrumpidamente lo antiguo y creando continuamente elementos nuevos. Este proceso de «destrucción creadora» constituye el dato de hecho esencial del capitalismo y toda empresa capitalista tiene que amoldarse a ella para vivir»12. La competencia se encuentra «en la aparición de artículos nuevos, de una técnica nueva, de fuentes de abastecimiento nuevas, de un tipo nuevo de organización, es decir, la competencia que da lugar a una superioridad decisiva en el costo o en la calidad y que ataca no ya a los márgenes de los beneficios y de la producción de las empresas existentes, sino a sus cimientos y su misma existencia»13.

			La innovación supone, por tanto, un proceso continuo «de reinvención», a través del cual se pretenden alcanzar mayores cotas de riqueza y de bienestar social. Mediante la utilización de estructuras a las que podemos denominar como «tradicionales», el ser humano genera el conocimiento, la práctica y las habilidades suficientes como para crear otras nuevas o mejorar las ya existentes, que permitan escalar un peldaño más en términos de productividad, eficiencia o mejora del nivel de calidad de vida. La innovación «perfecciona un proceso que ya existe; reemplaza un eslabón débil; rediseña un proceso antiguo sobre la base de nuevos conocimientos»14.

			DRUCKER indica que «la disciplina de la innovación es una disciplina de diagnóstico: es el examen sistemático de las áreas de cambio que podrían ofrecer oportunidades al empresario»15. Coincidimos en esta afirmación en buena medida, si bien consideramos que no solo debe de circunscribirse a la figura del empresario, puesto que el sector público también puede participar y beneficiarse del análisis de estas «áreas de cambio», sobre todo en el ámbito de la contratación pública, cuyo margen de mejora mediante el empleo de técnicas innovadoras es muy amplio.

			Asimismo, entendemos que no se trata solamente de una «disciplina de diagnóstico», sino que también responde a la idea de «disciplina de gestión»16, ya que administrar los recursos de forma eficiente es algo fundamental ante cualquier proyecto que quiera iniciarse. Esta conclusión nos lleva a reflexionar, en el sexto capítulo de este trabajo, sobre la necesidad de profesionalizar y capacitar al personal encargado de intervenir en los procesos de licitación y adjudicación de los contratos públicos, como un mecanismo de garantía e integridad en la utilización de los fondos públicos, así como en los modelos y sistemas de tratamiento de la información originada y utilizada en las compras públicas.

			En cierto grado es lógico que el sector privado se haya erigido tradicionalmente como referente en el ámbito de la innovación, ya sea porque el ánimo de lucro o la menor rigidez a la que se encuentra sometido le exige o le permite tener una mayor capacidad de creación y margen de maniobra frente a los que pueden disponer los entes y organismos que conforman el sector público, sometidos a una mayor burocratización y formalidad en el ejercicio de sus funciones, lo que limita en gran medida su capacidad de actuación. Además, es necesaria la innovación por parte del sector público para fomentar la mejora del funcionamiento de los servicios que reciben los ciudadanos, por lo que es preciso incluir en una definición amplia de innovación a las instituciones públicas.

			Las empresas, en tanto generadoras de riqueza, capital y desarrollo económico y social17, buscarán innovar para sobrevivir en un mercado cada vez más dinámico y competitivo, como lo pone de manifiesto el ejemplo de LÓPEZ de ARRIORTÚA. Este ingeniero vasco adquirió fama mundial porque aplicando una novedosa metodología a los sistemas de organización de las cadenas de montaje y de compra de suministros18 consiguió acabar con una de las mayores crisis de la historia de General Motors e hizo lo propio con Volkswagen en solo dos años desde su llegada19.

			Dicha estrategia respondía a la suspensión de contratos con los proveedores tradicionales de la marca y la celebración de otros de duración indefinida, a cambio de mejores condiciones para la empresa. Estas políticas innovadoras generaron, como apuntamos, grandes beneficios a corto plazo y resultados eficientes para ambos poderes económicos, si bien desde la perspectiva temporal, y observando los resultados posteriores, se ha podido comprobar que los efectos a largo plazo acaban siendo perjudiciales, puesto que se condena a los proveedores a reducir sus gastos e inversiones en investigación y mejora de sus productos. Esta situación conlleva que los productos no desarrollen todo su potencial, al tiempo que limita la libertad y disposición de contratación de la empresa.

			El hecho de que las metodologías innovadoras terminen volviéndose contraproducentes para quienes las ponen en práctica es uno de los mayores peligros que derivan de su utilización. Un ejemplo aplicado en el marco actual de la contratación pública lo encontramos en las técnicas de compra agregada. Estos instrumentos permiten obtener mejores ofertas por parte de los proveedores, ora al concentrarse la adquisición de productos que un órgano público plantea licitar en varios años en un único contrato (acuerdos marco), ora varios poderes adjudicadores que unifican su demanda sobre un determinado bien o servicio en una sola licitación (centrales de contratación). La principal ventaja de la utilización de estas figuras radica en el incremento de la eficiencia, como consecuencia de los sustanciosos ahorros que se pueden llegar a alcanzar a corto plazo, si bien los problemas derivados de su puesta en práctica suponen un considerable perjuicio para las PYMES y una sustancial reducción de la competencia, tal y como tendremos ocasión de comprobar y desarrollar con mayor detalle en el quinto capítulo de este trabajo.

			Junto a las empresas privadas, hemos de situar a las instituciones públicas como principales interesadas en innovar, ya que en el cumplimiento de su mandato de satisfacer el interés general de la sociedad, así como de contribuir al mantenimiento y mejora del llamado Estado del Bienestar, están obligadas a fomentar el desarrollo de políticas de innovación que propicien su práctica en el sector privado, y que al tiempo sean extrapolables al núcleo de su propia estructura para mejorar la gestión de los fondos públicos.

			KELMAN ilustra a la perfección la figura del gestor público innovador, fiel a la aplicación de una nueva metodología que puso en práctica entre los años 1993 y 1997, en los que fue nombrado Administrator of the Office of Federal Procurement Policy in the Office of Management and Budget, del Gobierno de los Estados Unidos. En base a su visión de cómo se podrían mejorar los mecanismos de compra pública, propuso dejar cierto margen a la discrecionalidad en las licitaciones, algo que puede repercutir positivamente en el erario público y en la calidad de las adquisiciones20. Nosotros analizaremos esta idea contraponiéndola a los principios generales de la contratación pública, en una reflexión sobre las benevolencias derivadas de la introducción de ciertas dosis de discrecionalidad en las negociaciones de los gestores.

			El anterior autor se muestra contrario a la selección del personal al servicio del sector público por el sistema de oposiciones, ya que manifiesta que «solo permiten seleccionar buenas memorias» y que «el conocimiento de la ley no hace al buen gestor21», en base a su experiencia como profesor en la Escuela de Gobierno Kennedy. Compartimos la idea de que es necesario abordar una profunda reforma del sistema de provisión de empleados públicos en el sector público español para disponer de personal creativo e innovador, profesionalizando los procesos de adjudicaciones públicas con trabajadores cualificados para emprender negociaciones y desempeñarse con cierta autonomía y libertad dentro de los objetivos programados, con posibilidad de incentivos en función de los resultados y bajo la dirección de una Agencia Española de la Contratación Pública, y siempre con máximo respeto a los principios de igualdad, mérito y capacidad22. A tal fin dedicaremos el último capítulo de este trabajo.

			Es necesaria la coordinación de los esfuerzos privados y públicos para lograr que los procesos de innovación culminen con éxito. Para la consecución de este objetivo un buen nexo entre el mundo empresarial y el sector público lo constituyen las universidades, como centros públicos de formación, creación y transmisión del conocimiento23. Así lo pone de manifiesto el informe Innovación estratégica elaborado por la OCDE, cuando destaca que «en el sistema de investigación público juegan un papel importante en los sistemas de innovación, a través de la educación, la formación, el desarrollo de habilidades, la resolución de problemas, la creación y difusión del conocimiento, el desarrollo de nuevos instrumentos, y el almacenamiento y transmisión del conocimiento»24.

			En la línea de la idea anteriormente expuesta de disciplina de gestión, hemos de precisar que la innovación no solo necesita de un determinado comportamiento para alcanzar el diagnóstico que conduzca al desarrollo de innovaciones allá donde se presenten oportunidades, sino que para que el descubrimiento o invención no permanezca estancado en las fases previas a su desarrollo como una innovación propiamente dicha, es necesario establecer un proceso que propicie «gestionar la innovación». El «enfoque de la “Innovation Management” es el de establecer un conjunto de medidas y herramientas que faciliten a los inventores una respuesta ante los retos que puedan presentarse durante todo el ciclo de la innovación, y conseguir convertir de esta forma sus ideas en innovaciones exitosas en el mercado»25.

			Es decir, la innovación requiere de un procedimiento reglado y sujeto a determinados principios, que permita el tratamiento de los medios financieros, materiales y humanos destinados a tal fin, mediante la correcta administración de los recursos desde el momento en que se realiza el diagnóstico que sugiere desarrollar la novación, hasta el proceso de divulgación y puesta en práctica del mismo. La expresión gestión de la innovación implica una administración integral que engloba el análisis y tratamiento de la investigación, la evaluación del riesgo que se asume con el proceso, la utilización del conocimiento y los medios técnicos disponibles, así como el fomento de la motivación y el emprendimiento del capital humano.

			Una vez realizado este análisis, nos encontramos ya en condiciones de enunciar una definición amplia de lo que puede entenderse por innovación, de forma que nos sirva como base para la investigación que llevaremos a cabo en las próximas páginas. El principal objetivo es el de elaborar una metodología aplicable, sobre todo por parte del sector público y específicamente a la contratación pública. Por lo tanto, la innovación es una disciplina de diagnóstico y de gestión en la que, a través del desarrollo de un proceso de investigación orientado, se busca crear nuevos productos o servicios o la mejora de la calidad de los ya existentes, así como la modificación de las estructuras y los procedimientos productivos tradicionales o la creación de otros nuevos para hacerlos más eficientes y sostenibles.

			La innovación puede ser implementada por el sector privado para incrementar su competitividad en el mercado; por el sector público mediante el despliegue de programas propios de investigación; o a través de la colaboración de ambos sectores, fomentando la puesta en práctica de políticas públicas que faciliten a las empresas privadas financiarse con fondos públicos destinados a la ejecución de programas de innovación. Para que esta última se produzca finalmente es preciso el desarrollo de un proceso de gestión, mediante el cual se consiga dotar a la idea que dio lugar a la invención de valor comercial o social26.

			1.2. CLASES DE INNOVACIÓN


			La innovación es una materia susceptible de ser catalogada y clasificada, puesto que no existe una única y exclusiva categoría bajo la que sitúen todas las «innovaciones». De esta forma, atendiendo a las características de «las innovaciones» es posible distinguir varias clases según el objeto sobre el que recaigan, el grado de novedad que presenten o el escenario en el que surjan27. SCHUMPETER fue uno de los primeros autores que realizó una clasificación de los diferentes tipos de innovación existentes, distinguiendo entre cinco:

			1. «La introducción de un nuevo bien o de una nueva calidad de un bien.

			2. La introducción de un nuevo método de producción; un método no probado en la rama de la manufactura de que se trate, que no precisa fundarse en un descubrimiento desde el punto de vista científico y que puede consistir simplemente en una nueva manera de manejar comercialmente un mercancía.

			3. La apertura de un nuevo mercado; un mercado en el cual no haya entrado la rama especial de la manufactura del país de que se trate, a pesar de que existiera anteriormente dicho mercado.

			4. La conquista de una nueva fuente de aprovisionamiento de materias primas o de bienes semi-manufacturados, haya o no existido anteriormente, como en los demás casos.

			5. La creación de una nueva organización en cualquier industria, como la de una posición de monopolio o bien la anulación de una posición de monopolio existente con anterioridad»28.

			DRUCKER también hizo su propia clasificación de las clases de innovación existentes en cada empresa, distinguiendo entre «innovación del producto o el servicio; innovación del comportamiento y los valores del mercado y el consumidor; e innovación de las distintas aptitudes y actividades necesarias para elaborar los productos y los servicios y llevarlos al mercado». En el orden anterior las denominaba «innovación del producto, innovación social, e innovación gerencial»29.

			Por su parte, la OCDE prevé cuatro tipos de innovación: las innovaciones de producto, de proceso, de mercadotecnia o marketing y de organización. De esta forma, según la clasificación que realiza la anterior organización dentro de la primera tipología de innovaciones se encuentran las de producto, que «se corresponde con la introducción de un bien o de un servicio nuevo, o significativamente mejorado, en cuanto a sus características o al uso al que se destina. Esta definición incluye la mejora significativa de las características técnicas, de los componentes y de los materiales, de la informática integrada, de la facilidad de uso u otras características funcionales»30, en tanto que el término producto hace referencia tanto a los bienes como a los servicios.

			Estas innovaciones pueden consistir en la utilización de nuevos conocimientos o tecnologías, o basarse en nuevas utilizaciones o combinaciones de conocimientos o tecnologías ya existentes31. El desarrollo de una nueva utilización para un producto cuyas especificaciones técnicas se han modificado ligeramente constituye una innovación de producto32. Por su parte, las innovaciones de producto en los servicios pueden incluir mejoras significativas en la manera en que estos servicios se prestan, la adición de nuevas funciones o características a servicios existentes, o la introducción de servicios íntegramente nuevos33.

			En lo que respecta a la segunda clase propuesta por la OCDE se encuentran las innovaciones de proceso, que constituyen «la introducción de un nuevo o significativamente mejorado proceso de producción o distribución», lo que «implica cambios significativos en las técnicas, los materiales y/o los programas informáticos». Este tipo de innovaciones «pueden tener por objeto disminuir los costes unitarios de producción o distribución, mejorar la calidad, o producir o distribuir los nuevos productos sensiblemente mejorados. Los métodos de producción incluyen técnicas, equipos y programas informáticos para producir bienes o servicios», en tanto que «los métodos de distribución están vinculados a la logística de la empresa y engloban los equipos, los programas informáticos y las técnicas para el abastecimiento de insumos, la asignación de suministros en el seno de la empresa o la distribución de productos finales»34.

			Las innovaciones de proceso incluyen los métodos de creación y de prestación de servicios nuevos o significativamente mejorados, pudiendo implicar la introducción de cambios significativos en los equipos y los programas informáticos utilizados por las empresas prestadoras de servicios e en los procedimientos o técnicas empleados para prestar dichos servicios. Este tipo de innovaciones también incluyen las técnicas nuevas o sensiblemente mejoradas, así como los equipos y los programas informáticos utilizados en las actividades auxiliares de apoyo tales como las compras, la contabilidad, el cálculo o el mantenimiento35.

			La tercera clase corresponde a la innovación de mercadotecnia o marketing, que «es la aplicación de un nuevo método de comercialización que implique cambios significativos del diseño o el envasado de un producto, su posicionamiento, su promoción o su tarificación». Este tipo de innovaciones «tratan de satisfacer mejor las necesidades de los consumidores, de abrir nuevos mercados o de posicionar en el mercado de una nueva manera un producto de la empresa con el fin de aumentar las ventas»36. Lo que hace peculiar a este tipo de innovación frente a otros cambios en los instrumentos de comercialización de una empresa, es la introducción de un método de comercialización que no utilizaba antes.

			Las innovaciones en marketing pueden deberse principalmente a cambios en el diseño del producto que forman parte del nuevo concepto de comercialización; la creación de nuevos canales de venta mediante métodos novedosos de comercialización en materia de posicionamiento de productos; los métodos de comercialización inéditos en materia de promoción de productos que implican la utilización de nuevos conceptos para promocionar los bienes o servicios de una empresa; y por último las innovaciones en cuanto a precio, las cuales suponen la utilización de flamantes estrategias de tarificación para comercializar bienes o servicios de la empresa37.

			La cuarta clase viene integrada por las innovaciones de organización, entendidas como «la introducción de un nuevo método organizativo en las prácticas, la organización del lugar de trabajo o las relaciones exteriores de la empresa». Este tipo de innovaciones tienen como principal objeto acrecentar «los resultados de una empresa reduciendo los costes administrativos o de transacción, mejorando el nivel de satisfacción en el trabajo, y facilitando el acceso a bienes no comercializados o reduciendo los costes de suministros».

			Lo que permite distinguir a este tipo de innovación frente a otros cambios organizativos dentro de la organización, «es la introducción de un método organizativo que no haya sido utilizado antes por la empresa y que resulte de decisiones estratégicas tomadas por la dirección»38.

			Dentro de esta clase se encuentran las innovaciones en las prácticas empresariales, que suponen la introducción de nuevos métodos para organizar rutinas y los procedimientos de gestión de los trabajos; las innovaciones en la organización de los puestos de trabajo39, que requieren la utilización de nuevos métodos de atribución de responsabilidades y del poder de decisión entre los empleados, así como nuevos conceptos de estructuración, en particular, la integración de distintas actividades; las innovaciones en materia de relaciones exteriores de una empresa que implican introducir nuevas maneras de organizar las relaciones con las otras empresas o con las Administraciones Públicas, así como el establecimiento de formas de colaboración con los organismos de investigación y los clientes, de nuevos métodos de integración con los proveedores, y la externalización o la subcontratación, por primera vez, de actividades consustanciales a una empresa40.

			A los anteriores tipos de innovaciones, HENDERSON y CLARK añaden otros cuatro más en función de grado de cambio que supone. De esta forma distinguen entre innovación incremental o gradual, radical o disruptiva, arquitectónica y modular41. La innovación incremental o gradual es aquella en la que los cambios que se introducen en los productos permiten mejorarlos pero sin que las modificaciones tengan un alcance tan importante como para dar lugar a una modificación sustancial del producto42. Como su propio nombre indica, las innovaciones se realizan de forma progresiva aumentando la calidad o la utilidad, pero sin romper definitivamente con el diseño o la estructura que el producto presentaba antes de sufrir la innovación.

			Por lo que respecta a la innovación radical, o también conocida como disruptiva, supone la creación de un producto capaz de generar por sí mismo una nueva categoría en el mercado43. Según CHRISTENSEN, las innovaciones disruptivas son posibles porque se basan en dos puntos de apoyo que no tienen gran importancia para los operadores tradicionales, como son la apuesta por productos de «gama baja» y la creación de un mercado nuevo donde antes no lo había. Es decir, las grandes empresas focalizan sus ventas en los clientes con mayor poder adquisitivo y se centran en averiguar y satisfacer sus necesidades, puesto que las ganancias son importantes y permiten seguir creciendo a la organización, dirigiendo las innovaciones a tal fin. Por otra parte, los potenciales clientes que no pueden costear los altos precios necesitan otro producto poco sofisticado o low cost que sustituya al de gama más alta, por lo que la aparición de una pequeña empresa que cree un producto para satisfacer la demanda de este tipo de consumidores, en los que las calidades son inferiores pero el precio es asequible, supone que progresivamente vaya creciendo e innovando hasta el punto de que pueda amenazar la existencia de los grandes operadores44.

			La innovación arquitectónica es aquella en «la que la innovación representa un salto tecnológico importante que da lugar a sectores o subsectores totalmente nuevos y modifica las relaciones de mercado y las empresas competidoras»45, de tal forma que «recompone por completo el conjunto de arquitecturas del producto, de los sistemas de producción y de las relaciones con el mercado»46.

			La innovación modular, por su parte, implica la introducción de «nuevas tecnologías en componentes específicos o subsistemas»47, con la finalidad de crear «nuevos conocimientos sobre diseños de componentes sin necesidad de modificar la relación o vínculo entre ellos»48.

			Por último, en función del escenario de la innovación se pueden distinguir entre innovación tecnológica o de mercado. FERNÁNDEZ SÁNCHEZ siguiendo el esquema marcado por ABERNATHY y CLARK establece cuatro clases según la innovación sea tecnológica o de mercado. Esta clasificación tiene su fundamento en «el hecho de que no toda innovación tecnológica a nivel productivo implica una revolución en las relaciones con los clientes y los mercados y viceversa». Por este motivo, fue desarrollado «un modelo que clasifica las innovaciones según el efecto que causan en el conocimiento tecnológico y en el mercado objetivo del fabricante». De esta forma, «si representamos en un eje horizontal el mercado objetivo de la empresa, tanto el actual como el nuevo, y en un eje vertical la novedad de la tecnología, se obtienen cuatro tipos de innovaciones: creadora de nichos, arquitectónica, regular y revolucionaria»49. La innovación arquitectónica fue definida anteriormente, por lo que en las siguientes líneas se analizan las restantes clases.

			Las innovaciones creadoras de nichos son aquellas que «se centran en el uso de las tecnologías establecidas para abrir nuevas oportunidades del mercado. Pueden estar basadas en los efectos sinérgicos de las tecnologías. Es decir, los cambios se construyen sobre la competencia técnica establecida y mejoran su aplicación de segmentos de mercado nuevos. Además de mejorar la tecnología continuamente, es necesario adaptarla a la demanda de los nuevos clientes»50.

			En cuanto a la innovación regular es aquella que se basa en establecer competencias técnicas y de producción que son aplicadas a los clientes y mercados actuales51, en los que trata de «asentar las destrezas y los recursos que se poseen, y manifiesta consecuencias significativas sobre las características de los productos, la productividad, el coste y el precio, por lo que pueden servir para fortalecer y aumentar no solo la competencia en producción, sino también los vínculos con los clientes y los mercados». Esta clase de innovación «suele ser casi invisible, pero puede tener un efecto acumulativo muy importante sobre el coste y la funcionalidad de los productos», puesto que «se trata en suma de avanzar por la curva del ciclo de vida de la tecnología»52.

			El último tipo de innovación es la revolucionaria, que conlleva la introducción de una nueva tecnología que produce un efecto disruptivo, destruyendo la competencia productiva y técnica hasta entonces existente, la cual se acaba volviendo obsoleta53. FERNÁNDEZ SÁNCHEZ señala que esta clase de innovación «conmociona los datos técnicos, modificando la estructura o los elementos fundamentales del producto y, muy a menudo, la forma de producirlo, sin cambiar la funcionalidad central y, por ende, la clientela o el mercado»54.

			2. METODOLOGÍA DE LA INNOVACIÓN APLICADA A LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

			2.1. EL PAPEL DEL SECTOR PÚBLICO EN LA INNOVACIÓN


			El estudio del marco teórico de la innovación que estamos abordando en este primer capítulo nos lleva a cerrarlo con una apuesta que quizás, sea tan novedosa como arriesgada: la propuesta de un marco metodológico para todas aquellas Administraciones Públicas que pretendan iniciar un proceso innovador. Lejos de consideraciones metafísicas o irrealizables, nuestra proposición se basa en una visión general del proceso innovador dividida en varias fases, en las que consideramos que existen ciertos aspectos clave que hay que tener en consideración para alcanzar el objetivo perseguido: innovar. En los últimos años, son muchas las apuestas que se han realizado, tanto en el ámbito nacional como internacional, para convertir a dicho sector en líder y pionero en innovación55.

			El sector público cuenta con grandes ventajas para erigirse como buque insignia en el ámbito de la innovación. Uno de los mayores activos de los que dispone es el de financiarse con fondos públicos, lo que le hace menos propenso a los riesgos derivados del fracaso, pues su supervivencia no depende directamente de su capacidad para generar beneficios. No obstante, este hecho no debe suponer que los fondos públicos se dilapiden en proyectos de muy dudosa viabilidad, puesto que los responsables políticos de tales hechos responderían en última instancia ante los ciudadanos. De igual forma, las Administraciones Públicas cuentan con la ventaja de tener entre sus filas a personas muy cualificadas y con amplia experiencia en el desempeño de sus funciones, que además pertenecen a sectores del conocimiento muy diversificados.

			Entre las barreras que dificultan al sector público innovar se encuentran la propia estructura administrativa, rígida y jerarquizada, formada por personas con una cultura inmovilista en la que no se fomenta la innovación, por la acomodación y conformismo que genera el concepto de «empleo seguro». Asimismo, un entramado institucional obsoleto, sin coordinación, en el que se multiplican funciones y competencias similares, absolutamente dependiente de presupuestos y de los cambios de legislatura, que complican la implantación de proyectos innovadores56.

			El establecimiento de barreras administrativas puede convertirse en un importante freno para el desarrollo de la actividad empresarial, a la vez que multiplica los esfuerzos de gestión dentro de la propia Administración Pública y de las empresas con las que se relaciona57. La excesiva burocratización supone un gran impedimento a la hora de plantear cambios y nuevos sistemas de organización, a la vez que acaba por desalentar cualquier iniciativa que pretenda impulsarse. Igualmente, la financiación del sector público mediante fondos aportados por los contribuyentes, un hecho que constituye a priori una importante ventaja en cuanto a la recaudación de créditos destinados a la labor innovadora, puede convertirse en una desventaja por la falta de necesidad por parte de la Administración de basar su existencia en la obtención de beneficios.

			A pesar de las anteriores dificultades, algunas de las innovaciones más importantes del siglo XX fueron creadas por el sector público, tales como Internet por parte de la Defence Advanced Research Projects Agency (DARPA), o de la World Wide Web de mano de laEuropean Organization for Nuclear Research (CERN)58. La importancia de disponer de un sector público innovador reviste la misma significación que la que pueda tener la financiación de proyectos de I+D+i por parte del Estado59, puesto que las nuevas técnicas y procedimientos desarrollados por las Administraciones Públicas no solo pueden mejorar la prestación de los servicios a los ciudadanos y abaratar los costes, sino que además posibilitan su difusión a la sociedad para su mayor aprovechamiento por parte del sector privado o de otros entes públicos.

			La construcción y desarrollo de una metodología debe cimentarse sobre una hipótesis que ofrezca explicaciones a propósito de un determinado problema, estableciendo para ello un camino que permita recorrer el trayecto que separa la detección del mismo hasta el momento en el que se logra encontrar una solución y aplicarla. En nuestro caso, el problema que se plantea es el importante coste que tienen los servicios públicos para el erario público, así como el amplio margen de mejora existente para incrementar la satisfacción de los ciudadanos con la prestación de los mismos. Sobre esta premisa, nuestra hipótesis de partida se sostiene en que cualquier Administración Pública, ente u organismo que integre el sector público, es capaz de generar innovación para mejorar sus sistemas de organización estructural y la forma de gestionar los servicios frente a los ciudadanos y usuarios de los mismos. En definitiva, es preciso romper con la visión escéptica de que el sector público es resistente a desarrollar innovaciones significativas60.

			Lo anterior es perfectamente transferible a una metodología sobre innovación en contratación pública. Esto nos servirá como base para abordar las diversas iniciativas que planteamos a lo largo de este trabajo de investigación, cuyo fin es contribuir a erradicar la corrupción y generar ahorros significativos para las arcas públicas, sin dejar de lado el protagonismo que ha de tener la contratación administrativa en el cumplimiento de los objetivos de responsabilidad social y medioambiental.

			Para ello, nuestra metodología se centra en cuatro puntos básicos: el establecimiento de unos principios básicos que rijan el proceso innovador; la selección y gestión de los recursos humanos al servicio de las Administraciones Públicas; el estudio de las necesidades y el grado de satisfacción de los administrados con respecto a la calidad y coste de los servicios públicos; así como la interacción entre distintas Administraciones Públicas nacionales e internacionales y el aprendizaje de las buenas prácticas desarrolladas por el sector privado, articulados principalmente mediante el benchmarking y la filosofía nudging innovation.

			2.2. LOS PRESUPUESTOS DE LA INNOVACIÓN


			Seguir un procedimiento para innovar no asegura la consecución del objetivo perseguido, pues la innovación es una disciplina turbulenta e impredecible61, pero sí que es muy recomendable para minimizar los posibles riesgos que puedan surgir e incrementar las posibilidades de éxito. Frente a los «ataques de genio» que en muchas ocasiones quedaron en simples ideas brillantes, DRUCKER defiende la innovación intencional que resulta del análisis, la sistematización y el trabajo arduo, porque «el que realiza algo extraordinario en la innovación, como en cualquier otro campo de acción, será efectivo solamente si conoce la disciplina de la innovación y la práctica»62.

			Efectivamente, la innovación es una mezcla de ingenio, creatividad, talento, casualidad, suerte, conocimientos y práctica. Esta afirmación la corroboran algunas de las innovaciones más importantes de nuestra historia reciente, de la que constituye un buen ejemplo el descubrimiento de la penicilina: un antibiótico que revolucionó la medicina moderna y cuyo hallazgo se debe al bacteriólogo británico Alexander Fleming. Este descubrimiento es frecuentemente relacionado con un golpe de suerte o fruto de la casualidad, ya que el doctor Fleming era conocido por el desorden habitual que mantenía en el laboratorio en el que trabajaba. Precisamente, durante un experimento con placas inoculadas para el cultivo de una bacteria patógena (el estafilococo), ese desorden y suciedad provocaron que una de esas placas se contaminase accidentalmente con un hongo que hizo que las colonias de estafilococos más cercanas a él muriesen, mientras que en las más alejadas se había reproducido de forma normal. A pesar de tratarse de un experimento fallido a primera vista, Fleming decidió analizarlo al apreciar algunos indicios interesantes y fue entonces cuando se percató de que el hongo, llamado Penicillium notatum, había liberado una sustancia bactericida a la que llamó penicilina, la cual salvaría posteriormente millones de vidas.

			Fleming contaba con la capacidad y los conocimientos necesarios para saber estudiar e interpretar el descubrimiento, y el suceso tuvo lugar dentro de un proceso de investigación relacionado con el descubrimiento, puesto que se encontraba en el momento del hallazgo experimentando con la bacteria que pretendía destruir. Por lo tanto, este hecho nos lleva a afirmar que lejos de dejar este afortunado acontecimiento en manos de la casualidad y de la suerte, el descubrimiento se debe en buena medida al seguimiento de un procedimiento de investigación, el cual constituye el camino más viable para concluir un proceso innovador exitoso.

			Cualquier proceso de innovación se encuentra regido por una serie de principios básicos encargados de disciplinar su desarrollo, cuyo principal fin es el de minimizar los riesgos e incrementar la probabilidad de éxito63. El inicio y mantenimiento de cualquier actividad de investigación suponen una importante inversión en términos financieros y de recursos humanos, que conllevan además un coste de oportunidad derivado de la no dedicación de los mismos a otros fines, por lo que es necesario atender a una serie de pautas que exponemos en los siguientes puntos a modo de presupuestos.

			Percepción de las oportunidades: el paso previo a iniciar cualquier proceso de innovación debe ser el estudio y análisis del entorno en el que desarrolla su actividad la organización pública o privada. A través de la observación y la interacción con los trabajadores y los clientes, pueden hallarse oportunidades interesantes para explotarlas, por lo que es buena idea establecer y mejorar las vías de comunicación de la organización tanto de forma interna con su propio personal, como externa, con los clientes que adquieren los bienes y servicios de la misma. En muchas ocasiones los trabajadores llegan a conclusiones muy interesantes en el desarrollo de sus funciones, que podrían suponer a una empresa o entidad pública el ahorro de importantes cantidades de dinero o de tiempo. Por su parte, un cliente siempre puede dar pistas sobre cuáles son los aspectos mejorables del bien o servicio que se comercialice, o incluso de nuevas necesidades que no son satisfechas por ningún producto o servicio existente.

			Esta información es muy útil para identificar oportunidades de mejora y progreso, y tener la posibilidad de definir de esta forma cuáles serán las líneas de investigación que la organización explorará en un próximo procedimiento de innovación. La doctrina indica en este sentido que es posible «demostrar que teniendo una cercana relación con los proveedores y clientes, se proporciona a las firmas la más importante fuente de innovación»64. Este principio supone la utilización «del lado derecho y el izquierdo del cerebro» para trabajar «analíticamente cómo debe de ser la innovación para satisfacer una oportunidad»65.

			Gestión estratégica: se trata de un presupuesto básico sobre el que debe asentarse el proceso de innovación, ya que constituye la definición del estudio y la planificación que servirán de guía durante el mismo. «La base de la estrategia innovadora es una eliminación planeada y sistemática de lo viejo, lo decadente y lo anticuado»66. Desde el momento en el que han sido focalizadas las áreas sobre las que se pretende innovar, es precisa la creación de unas directrices que marcarán la estrategia a seguir durante todo el proceso. Esta debe ser inclusiva para implicar a todos los miembros de la empresa o de la Administración de que se trate, ya que de esta forma el grado de complicidad y de motivación será mucho mayor, pero asignando siempre las principales funciones a las personas con mayor grado de creatividad y conocimientos sobre la materia67.

			La estrategia debe definir los medios humanos y materiales que se dedicarán a esta actividad, si bien es preciso que se deje cierto margen a la flexibilidad para el caso en que se necesite una mayor intensidad en la investigación. También ha de definir el establecimiento de los cauces de difusión y perfeccionamiento de las posibles ideas e inventos que adquieran valor social y se conviertan en innovaciones.

			Flexibilidad: uno de los requisitos indispensables para innovar es la flexibilidad. La disciplina que rige el proceso de innovación no ha de ser rígida ni estanca, sino que debe dar lugar a una amplia flexibilidad que facilite a las organizaciones experimentar y poner en práctica nuevos conocimientos, ideas o inventos. Mediante la experimentación se puede comprobar si lo «descubierto» tiene posibilidades de acabar en innovación o no, y al mismo tiempo descubrir otras perspectivas y oportunidades que quizás pasaron desapercibidas en un primer momento.

			Para aprovechar todo el potencial del proceso innovador es «necesario implantar en las empresas» y en las organizaciones públicas, «prácticas de recursos humanos que favorezcan la flexibilidad»68. El cambio en las estructuras de las organizaciones no solo puede resultar decisivo para desarrollar nuevos productos o servicios innovadores, sino que puede servir también para desarrollar innovaciones en la propia estructura de la organización, ya que al alterar el orden establecido pueden mejorarse los procesos de producción, abaratando costes e incrementando la productividad.

			Eficiencia: durante todo el proceso de innovación debe atenderse a la exigencia de eficiencia en el uso de los recursos disponibles, lo que supondría alcanzar los objetivos establecidos con el menor coste posible. Este principio conlleva en la práctica que la gestión del presupuesto disponible para la creación de nuevos productos o servicios innovadores, se haga siempre de forma responsable, para poder alcanzar el máximo rendimiento posible, puesto que un proceso de innovación puede ser largo y complejo, por lo que es necesario sacar el máximo partido al tiempo, el dinero y el talento disponibles.

			Riesgo y ventura: iniciar un proceso de innovación supone exponerse a la posibilidad de fracasar69. Se trata de un proceso cuyo seguimiento no garantiza el éxito, por lo que siempre se corre el riesgo de perder todos los recursos invertidos sin obtener ninguna innovación en el intento. Por este motivo, es importante definir bien la estrategia a seguir y disponer de una alternativa para un supuesto de fracaso, así como analizar cuáles han sido los motivos principales por los que no se alcanzaron los resultados deseados. El riesgo no debe suponer un escollo para iniciar una innovación, puesto que aunque la investigación no llegue a concluir satisfactoriamente, es posible seguir dicha línea, aprendiendo de los errores y focalizándola de otra forma, como una nueva oportunidad, de tal manera que no todo el esfuerzo sea desaprovechado y la innovación pueda tener lugar finalmente.

			Creatividad: la innovación requiere imaginación y coraje70, y por eso la creatividad constituye un valor intangible que es fundamental en el proceso. La creatividad supone la habilidad para imaginar e idear un nuevo modelo de innovación, la capacidad de originar nuevas ideas que permitan obtener soluciones a los problemas existentes o encontrar nuevas oportunidades, mientras que la innovación constituiría la explotación exitosa de esas ideas71. En los últimos años han adquirido gran importancia las llamadas «industrias creativas», que a través de la movilización de talento, creatividad y emprendimiento producen bienes y servicios creativos que contribuyen a dinamizar la economía, así como a generar valor añadido, creación de empleos y fomento de las exportaciones72.

			Difusión de la innovación: para que el proceso de innovación acabe exitosamente es necesaria su difusión, ya que de otra forma no podría ser aplicado y por lo tanto no crearía ningún valor social. A la hora de llevar a cabo esta difusión, existen ciertas complicaciones fruto del viejo paradigma de la innovación cerrada73, el cual presupone que cuando una empresa logra concluir un proceso de innovación estos resultados no salgan más allá de la organización, puesto que de otra manera podrían beneficiar a sus competidores, y por lo tanto hacerle perder la competitividad que le habría otorgado tal hallazgo. Este hecho conlleva algunos problemas en la práctica al impedir que la innovación se desarrolle con todo su potencial.

			En muchas ocasiones, varias empresas trabajan sobre un mismo proyecto de forma separada y con la máxima discreción posible frente a sus adversarios, lo que supone que los esfuerzos y los recursos se distribuyan entre diferentes procesos y el trabajo se duplique de forma ineficiente. La centralización de los esfuerzos y la posterior difusión de los resultados permitiría, como señaló WOLPERT, que las empresas fuesen capaces de detectar y aprovechar nuevas oportunidades que les llevarían a un crecimiento más rápido74. La dificultad estriba en encontrar una manera de hacerlo sin poner en riesgo la utilización no autorizada de la propiedad intelectual y sin que se vea comprometida la competencia entre las mismas.

			En el sector público sería más fácil propiciar la difusión de la innovación entre las diferentes Administraciones al no competir directamente entre ellas, para lo que es necesario mejorar los mecanismos de coordinación y cooperación interadministrativa, así como los sistemas de traspaso del nuevo conocimiento de las instituciones públicas al tejido empresarial privado.

			Liderazgo de la innovación: cualquier innovación que pretenda tener éxito debe, desde el momento en que se produce la invención o tiene lugar la idea que da lugar a su desarrollo, mostrar una clara intención de liderar el ámbito para el que ha sido creada. DRUCKER afirmó que «una innovación exitosa apunta a ser líder en su campo. Si una innovación no tiene como objetivo ser líder desde el primer momento es probable que no sea lo suficientemente innovadora; no es posible que pueda establecerse por sí misma»75.

			Persistencia: constituye tanto un principio como una cualidad, puesto que es complicado perseverar invirtiendo recursos y medios en un proceso cuyos resultados devienen en inciertos desde el primer momento76. No obstante, la persistencia es fundamental, ya que «la innovación exige grandes esfuerzos. Requiere mucho trabajo de generar capacidad, que es el recurso más escaso en cualquier organización»77, y seguir creciendo sobre el conocimiento que se va adquiriendo de forma paulatina con la práctica y los sucesivos fracasos.

			Integridad y actuación ética de la investigación: todo proceso de innovación debe realizarse de forma que se respeten la integridad de los valores sociales, medioambientales y económicos. El principio de integridad tiene la finalidad de evitar que la innovación se lleve a cabo a toda costa, sin preservar aquellos elementos básicos arraigados en la ética y la cultura del ser humano. La innovación debe crear un valor social, un valor comercial, pero no todas las fórmulas son válidas para desarrollar el proceso que desemboque en tal hallazgo. La corrupción, la experimentación y el maltrato de animales, el trabajo infantil, el consumo excesivo e irresponsable de recursos naturales, son algunos de los ejemplos en los que la aplicación de este principio prohibiría ejecutar un proceso innovador. La innovación tiene que contribuir a mejorar la sociedad y el contexto en el que se desenvuelve, pero no a cualquier precio.

			2.3. GESTIÓN DEL PERSONAL INNOVADOR EN LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS


			El sistema de gestión del personal reviste especial importancia en el proceso innovador por parte de las Administraciones Públicas, ya que a través de este mecanismo se nutrirán de los empleados públicos que habrán de erigirse como responsables en el desarrollo de las funciones que tienen asignadas por mandato de las diversas normas que conforman el ordenamiento jurídico78. En la actualidad, la provisión de este personal se produce mediante pruebas de oposición o concurso-oposición, en las que los aspirantes han de demostrar sus conocimientos sobre el puesto que pretenden desempeñar. Estos conocimientos, en la mayoría de las ocasiones, solamente acreditan la capacidad memorística de los opositores79, pero no evalúan de forma alguna otro tipo de habilidades o inteligencias, como pudieran ser su perfil creativo o innovador80. La superación de estas pruebas otorga al nuevo trabajador la condición de funcionario de carrera y un derecho de inamovilidad en su cargo, si bien este último de tipo parcial, porque únicamente afecta a su condición de funcionario de carrera, pero no a su permanencia como tal en la correspondiente Administración durante la práctica totalidad de su vida profesional81.

			Este derecho, que en principio se presupone una garantía de imparcialidad e independencia en el desempeño de sus funciones por parte de los funcionarios públicos, en muchas ocasiones se acaba convirtiendo en una forma de ineficiencia y en una traba para los cambios positivos y necesarios en el sector público. No es por ello extraño que algunos países que se han visto afectados por la grave situación de crisis económica y financiera estén replanteando un modelo de gestión de personal en el que el derecho a la inamovilidad se vea cuestionado82.

			La principal dificultad estriba en delimitar hasta qué punto este derecho constituye una garantía para su imparcialidad e independencia y un obstáculo para la buena administración, la eficiencia y la innovación. La clave subyace, por lo tanto, en encontrar una fórmula que facilite la posibilidad de articular un proceso selectivo que posibilite «seleccionar con rigor»83 y al mismo tiempo valorar aptitudes, algo que con los actuales sistemas de provisión de empleados públicos deviene complicado.

			Ante esta situación, es preciso plantear un modelo de gestión de los empleados públicos que permita proveer a las Administraciones de personal más capacitado para fomentar la innovación84. Una posible solución consistiría en la utilización de la contratación de personal laboral para cubrir las necesidades existentes en este campo, utilizando las capacidades creativas y las características innovadoras como criterios de contratación y selección85, de tal forma que puedan entrar en las organización trabajadores con amplios conocimientos y una sólida formación que, mediante la superación de un proceso selectivo neutral y meritocrático a la vez que sencillo86, dotado de agilidad y flexibilidad87, puedan aportar sus habilidades para propiciar la innovación88.

			La flexibilidad del marco laboral puede facilitar la movilidad por parte del nuevo personal, por las distintas Administraciones y estructuras organizacionales en las que se divide cada una, de tal forma que agilice el diagnóstico de los procesos o de aquellas formas de gestionar seguidas por las Administraciones que son susceptibles de mejorar a través de la innovación, y desde este punto comenzar a trabajar para desarrollar nuevos conocimientos y habilidades que ofrezcan las oportunidad de hacer las cosas de una forma más eficiente y con mayor calidad. Una gran ventaja de que los nuevos empleados no sean funcionarios de carrera es la posibilidad de que estos no se encuentren «viciados» por los procedimientos rutinarios propios de la burocracia administrativa, que acaban por desmotivar y desincentivar casi cualquier propuesta innovadora.

			La clave para que el proceso innovador dentro de cualquier Administración Pública sea exitoso puede radicar, en gran medida, en la combinación de los conocimientos y habilidades de dos tipos de empleados: el nuevo personal laboral con capacidades creativas y una novedosa visión sobre la organización; y los funcionarios de carrera con una larga trayectoria dentro de la Administración, cuyo grado de sabiduría y experiencia sobre la misma puede ser de gran utilidad para discernir los cambios que han de estudiarse, y que deben constituir los cimientos sobre los que se asienten los pilares de las futuras innovaciones.

			El sector público ha de tener en cuenta que el personal innovador, como es lógico, es muy apreciado por las organizaciones privadas, y ellas están dispuestas a recompensarlo y a ofrecerle unas condiciones laborales, que en muchos casos serán privilegiadas con respecto a los empleados no innovadores. En este aspecto, cabe advertir que tradicionalmente el sector público no ha gratificado a sus empleados innovadores, y aquellos gobiernos que han adoptado el «merit pay» para reconocer a estos profesionales, establecen unas condiciones que están muy por detrás de las previstas por el ámbito privado89. Es por ello que los poderes públicos deben establecer un sistema de incentivos que permita atraer y retener al personal innovador en las diversas Administraciones90. Dos buenas técnicas para este fin pueden ser su previsión y regulación a través de la llamada evaluación del desempeño, prevista por el artículo 20 del TREBEP91, así como por el sistema de incentivos que permiten las retribuciones complementarias92.

			La finalidad última de estos mecanismos es que la iniciativa innovadora de los empleados públicos se vea recompensada dentro de las mejores prácticas de los sistemas de gestión del rendimiento93. Cabría advertir que, de no ser así, el personal más talentoso y mejor dotado para la innovación no se sentiría atraído por las condiciones ofrecidas por el sector público, siendo difícil su captación y retención por parte de este último, y acabaría siendo absorbido por alguna de las entidades integrantes del sector privado.

			Dada la flexibilidad y el espacio de libertad necesario para idear las nuevas propuestas, puede ser una buena opción crear un órgano anexo a la entidad pública al que se adhiera este personal, permaneciendo así fuera de la esfera de afección originada por la jerarquía y burocratización de la organización94, al tiempo que permitiría tener un contacto cercano con el núcleo que se estudia y analiza, de tal forma que mantendría una distancia e independencia suficiente como para que eviten su «contaminación».

			No nos referimos en este punto a una de las denominadas «agencias para la innovación», que tan de moda están en los últimos años, y que al fin y al cabo acaban por convertirse en otra organización burocrática más, sino más bien a un órgano administrativo autónomo, dotado de independencia y libertad para el cumplimiento de sus objetivos, aunque respondiendo de su gestión ante los mandos superiores. Este órgano sería mucho menos costoso que la creación de una agencia, que suele llevar aparejada la contratación de una extensa plantilla de personal y la dotación de lujosas infraestructuras y equipos, que en muchas ocasiones no alcanza los objetivos propuestos.

			Este órgano para la innovación debe ir precedido por todas aquellas medidas y cautelas necesarias para evitar que se convierta en una tapadera que permita emplear a personas afines a mandos políticos o administrativos, de forma que no solo no sirva al fin para el que ha sido creado, sino que además constituiría un ejemplo de los muchos que por desgracia salpican el mapa político de España de dilapidación de los cada vez más escasos recursos públicos.

			En resumen, un sector público innovador precisa de un modelo de gestión pública que premie e incentive a todos aquellos empleados que destacan en esta labor mediante su valoración como mérito a través de los sistemas previstos para evaluar el desempeño95, así como con retribuciones más altas a través de complementos a sus emolumentos, siempre calculados de forma objetiva y proporcional al logro. Por otra parte, proponemos la creación de órganos anexos a las Administraciones integrados por personal creativo e innovador, que de forma autónoma e independiente puedan estudiar el funcionamiento de la organización, localizar los problemas y desarrollar propuestas innovadoras para solucionarlos.

			En el ámbito concreto de la contratación pública, realizamos en el último capítulo de este trabajo una profunda reflexión sobre la profesionalización de los gestores participantes en las licitaciones, mediante un método de selección innovador que hunde sus raíces en las instituciones de educación superior, para captar candidatos que destaquen en el desarrollo de técnicas de negociación y resolución creativa de los problemas. Crear o especializar una universidad pública en la formación de potenciales empleados públicos y la capacitación de los ya existentes, como es el ejemplo de la German University of Administrative Sciences (Speyer)96, puede resultar de gran interés para mejorar la calidad de los procesos de adquisiciones públicas.

			Un cambio en la forma de selección de los empleados posibilita contribuir a la aplicación práctica de otras innovaciones en los procesos, técnicas e instrumentos utilizados en las adjudicaciones, al disponer el nuevo personal de habilidades y capacidades que con el sistema tradicional de oposición no podían ser valoradas. El diseño y desarrollo de las nuevas plataformas de contratación electrónica, y su posterior utilización, requieren de un factor humano cualificado para extraer todas las potencialidades que puedan derivarse de su utilización, al igual que sucede con la negociación y la compra agregada, en la que expertos en la materia seguramente estarán en situación de obtener mejores condiciones para el poder adjudicador.

			2.4. LOS ADMINISTRADOS COMO MOTOR DE LA INNOVACIÓN


			El administrado, en tanto que sujeto que se relaciona con las Administraciones Públicas y recibe sus servicios, constituye o más bien debiera constituir una de las principales fuentes de innovación del sector público. La interacción de los empleados públicos debe hacerse de forma que permita conocer cuáles son los principales problemas que tiene un ciudadano cuando realiza un trámite administrativo o recibe un servicio público.

			Cada vez es mayor la concienciación por parte de las Administraciones de que se ha de escuchar al ciudadano y aprender de sus preocupaciones y propuestas, puesto que a raíz de este hecho pueden plantearse los principales problemas de los que adolece el sector público, primer paso indispensable para modificar este tipo de situaciones97.

			En este plano es necesario operar un cambio en la mentalidad de las organizaciones administrativas que sitúen al ciudadano en el centro de su actuación, de tal forma que sean ellas las que deban adaptarse a las necesidades de la sociedad y no al contrario. Es inconcebible que en el marco de la sociedad actual, la llamada «sociedad del conocimiento y de las nuevas tecnologías», todavía sea posible que un funcionario o cualquier otro empleado público responda ante una solicitud de un administrado con el ya mítico «vuelva usted mañana»98, y eso en el mejor de los casos, porque en otros pueden ser días o incluso semanas.

			La nueva mentalidad de la que han de impregnarse nuestras Administraciones es aquella que busca aprender de sus clientes, en las que si algo no funciona correctamente o produce problemas se solucionen a la mayor brevedad posible. El panorama está lleno de ejemplos en los que se puede innovar para mejorar la prestación y la gestión de los servicios públicos, observando para ello las inquietudes cotidianas de los administrados.

			A modo de ilustración, la tediosa burocracia a la que se ven sometidos aquellos investigadores que se aventuran a solicitar financiación pública para un proyecto de I+D+i, en la que se les requiere la misma documentación una y otra vez, a pesar de estar ya en manos de la correspondiente Administración. En este marco cabe preguntarse: si no sería mejor para todos que los diversos organismos públicos estableciesen mecanismos de coordinación para evitar que estos trámites se repitan continuamente. Supuestamente un documento que se halla en poder de un órgano público no debe volver a ser presentado99, pero es recurrente el incumplimiento de esta obligación legal. La meta es que mediante la mejora o modificación de las estructuras y conexiones actuales entre los órganos y las Administraciones pudiese modificarse este hecho, de modo que los investigadores puedan concentrarse en su importante labor y no desperdiciar un valioso tiempo en trámites innecesarios. La innovación debe permitir solucionar este tipo de problemas que se plantean de forma rutinaria en la vida de los administrados.

			Para contribuir a solventar estas ineficiencias del sector público, una buena posibilidad es la utilización de las plataformas electrónicas que facilitan la interacción entre los ciudadanos y las Administraciones Públicas. El avance imparable de las tecnologías de la información y la comunicación, especialmente a través de la llamada web 2.0100, han contribuido decididamente a la creación y desarrollo de la llamada citizen sourcing101, que guarda una estrecha relación con el denominado crowdsourcing102. Este instrumento, que podría definirse como «inteligencia o sabiduría colectiva», sitúa a los ciudadanos como centro y fuente indispensable del proceso innovador del sector público, aprovechando para ello la capacidad que ya han demostrado a lo largo de los últimos años, para transformarlo de una organización burocrática a un proveedor de servicios públicos103.

			El valor que aporta la técnica del citizen sourcing es que, en determinados casos y bajo ciertas circunstancias, la inteligencia colectiva puede superar a la del grupo de expertos con mayor reputación y prestigio sobre ese ámbito concreto104. No cabe duda de que el citizen sourcing pretende contribuir a la consecución del open goverment o gobierno abierto mediante la participación ciudadana, que siguiendo la propuesta formulada por HILGERS e IHL105 se encuentra estructurado principalmente en tres sectores: citizen ideation and innovation, en la que los ciudadanos exponen sus quejas, incidencias106, sugerencias e ideas a las diferentes administraciones a través de plataformas electrónicas; collaborative administration, o administración colaborativa, en la que se realizan propuestas para mejorar la labor administrativa desarrollada por los entes públicos; y collaborative democracy, o participación democrática, entendida como la participación ciudadana en la adopción de medidas y políticas por los diversos gobiernos, lo que puede significar el reforzamiento de la legitimidad democrática y la identificación de los ciudadanos con sus representantes.

			Las iniciativas de gobierno abierto y transparencia como mecanismos de innovación y buen gobierno se han extendido tanto por el escenario nacional como el internacional107, en ellas se reconoce por fin a la ciudadanía y a los administrados como una fuente valiosa para la innovación en el sector público, que no puede dejar escapar las oportunidades que diariamente se plantean en su trato con las personas a las que presta sus servicios y administra.

			La web 2.0 ha abierto un amplio abanico de posibilidades al sector público para relacionarse con los ciudadanos, teniendo la posibilidad de beneficiarse de las posibilidades de las llamadas «comunidades de innovación»108, en las que, mediante la cooperación informal de diversos colectivos, pueden proporcionarse apoyo, soporte e interacción electrónica entre sus miembros, de forma que permita florecer y madurar nuevas propuestas sobre innovación que de otra forma probablemente se desecharían109. Tanto las nuevas plataformas de gobierno abierto y transparencia como las restantes posibilidades que brindan las TICs para participar en este tipo de comunidades constituyen vías interesantes por parte de las Administraciones Públicas para innovar.

			Las técnicas de participación ciudadana y gobierno abierto pueden dar mucho juego en la contratación pública. En primer lugar, porque facilitan conocer a los poderes públicos el grado de aceptación entre la ciudadanía de sus políticas de adquisiciones, y hasta incluso conocer su opinión antes de realizar alguna compra importante, en un ejercicio de democracia activa. En segundo lugar, porque los medios electrónicos también permiten abrir canales de denuncia pública sobre posibles prácticas de corrupción, lo que puede beneficiar sustancialmente la lucha contra esta lacra. En tercer lugar, porque escuchar a los administrados posibilitaría mejorar la forma de realizar las licitaciones, agilizando los trámites y los canales de comunicación con los participantes.

			2.5. BENCHMARKING Y NUDGING INNOVATION EN EL SECTOR PÚBLICO


			En numerosas ocasiones, las Administraciones adolecen en exceso de los vicios propios del contexto social y del peso de la historia que recae sobre su propia existencia. Este fenómeno impide apreciar errores excesivamente arraigados en las estructuras y la filosofía propia de la organización, lo que hace conveniente fijar la vista en el exterior de la misma y estudiar otras Administraciones o empresas privadas, que destaquen en sus respectivos campos por sus buenas prácticas y resultados. Por ello, es necesaria la aplicación del benchmarking en el sector público como técnica de evaluación comparativa y de aprendizaje continuo110, tanto a nivel nacional como internacional111. Este sistema permitiría mejorar la calidad y la eficiencia de los servicios públicos e implementar vías que permanecían inexploradas, estableciendo nuevos modelos y mecanismos de transferencia de la innovación112.

			El proceso de benchmarking debe iniciarse con la participación de expertos de la Administración interesada en el ejercicio normal de las funciones de la organización de la que se pretende aprender. Durante el proceso de capacitación y evaluación pueden intercambiarse diferentes puntos de vista y opiniones sobre el funcionamiento de las estructuras y de los servicios, así como del coste de los mismos. Esta interacción permitiría que no solo se beneficie la entidad interesada en aplicar el benchmarking, sino que la que es adoptada como modelo de referencia puede impregnase también de otras técnicas positivas que hasta entonces desconocía113. El fin último es el de permitir que fluya el conocimiento y las habilidades de los empleados públicos entre las diversas organizaciones114, y de esta manera difundir ampliamente la innovación a lo largo del sector público.

			La adopción progresiva por parte de las Administraciones Públicas de las tecnologías de la información y de la comunicación, constituye un claro ejemplo de benchmarking inspirado en el sector privado. Las empresas y los ciudadanos ya utilizan de forma muy avanzada todas las posibilidades que ofrecen las nuevas tecnologías, tanto para realizar compras y ventas como para comunicarse recíprocamente de forma fluida. El sector público ha avanzado sustancialmente en los últimos años en este ámbito115, pero todavía queda mucho camino por recorrer hasta alcanzar el nivel deseado116.
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